Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 19 minutos) 


La Comisión de Industria y Energía del Senado tiene el gusto de recibir a los delegados de la Federación ANCAP, quienes han 
solicitado ser recibidos a fin de dar a conocer la opinión del Sindicato acerca del proceso de transformación del Ente. 


SEÑOR RIET.- En primer lugar, queremos agradecer a esta Comisión que nos haya recibido para escuchar nuestra opinión y 
nuestros aportes a la discusión sobre la transformación de ANCAP. 


A los efectos de hacer lo más breve posible nuestra exposición, hemos traído nuestra información por escrito para darle lectura y 
que, de esa forma, no resulte tan pesado para los señores Senadores. 


A partir de la resolución del Directorio, de fecha 16 de mayo, en la que se convocó a un llamado de expresiones de interés, se ha 
puesto en marcha un proceso que va a transformar, en virtud de sus objetivos y su metodología, en forma sustancial todo lo que 
tiene que ver con la empresa. Se trata de cambios que abarcan el papel que la ley y la Constitución le han asignado a esta 
empresa pública, en cuestiones claves y estratégicas como son las relativas a los combustibles, que sin duda tienen una gran 
trascendencia para el país, ya que constituyen más del 60% de la energía que aquí se consume. 


El camino elegido, es decir, el que se está transitando para llevar adelante dicha transformación, nos preocupa mucho porque dista 
bastante de ser el deseable, si es que en realidad se quieren definir políticas de Estado en esta materia. Para que ello fuera 
posible, sin duda, sería necesario abrir un debate nacional cristalino en el que, al mismo tiempo, sería imprescindible conocer de 
manera explícita y global cuáles son las políticas -si es que existen- en las que se basa el Gobierno para tomar iniciativas de tal 
envergadura, como es, precisamente, la transformación, no sólo de ANCAP, sino del conjunto de las empresas energéticas en el 
país. 


En lo que atañe a nuestra Federación, este tema nos preocupa porque estamos viendo que en lugar de promoverse un debate 
nacional a fin de lograr amplios consensos que definan políticas energéticas para un período, por lo menos de mediano plazo, que 
terminen con la improvisación -entendemos que, sin duda, en esta materia existe una gran improvisación- se ha iniciado un camino 
que nos parece evita el debate y no busca los acuerdos necesarios. ¿Por qué decimos que no se propone promover un debate 
amplio, más allá de que se han hecho declaraciones explícitas en ese sentido? Por nuestra parte, afirmamos que se está 
planteando el riesgo de que se esquive el tratamiento parlamentario del tema o, por lo menos, evitando el camino que establece la 
Constitución de la República. A nuestro entender, en particular es el artículo 188 es el que fija criterios específicos para la 
asociación de una empresa pública con el capital privado, determinando un tratamiento también específico por ley para cada tipo 
de asociación. A nuestro juicio, se está planteando recurrir al Parlamento solamente para eliminar el monopolio de refinación, con el 
argumento de que ello no nos afectaría pues nadie vendría a instalar otra refinería. Sin embargo, de esta forma se está habilitando 
la aplicación del artículo 14 de la Ley de Desmonopolización de Alcoholes que, creemos, es inconstitucional, pero está vigente. Ese 
artículo autoriza genéricamente -en contra de lo que establece el artículo 188 de la Constitución- la asociación de ANCAP con 
capitales privados en áreas monopólicas. Evidentemente, esto equivale a otorgar un cheque en blanco al Directorio de turno para 
que pueda adoptar cualquier decisión por simple mayoría de votos, sin que se cumpla la instancia parlamentaria. Queremos aclarar 
que no estamos cuestionando la probidad ética, técnica y profesional de los señores Directores de ANCAP, pero caber recordar que 
se trata de cinco ciudadanos que no fueron electos por toda la ciudadanía, que es la verdadera dueña de ANCAP y que estarían, 
por esta vía, resolviendo el futuro de la mayor empresa del país, que factura U$S 1.000:000.000 anuales. 


Pensamos que nuestra interpretación no es subjetiva, porque en la referida resolución del Directorio de ANCAP se ha plasmado en 
el cronograma al que se le han hecho ajustes, que para el mes de octubre de 2001 se entregará a los interesados en asociarse la 
llamada documentación preliminar que contendrá el modelo de la sociedad, su forma de gestión, etcétera, es decir, el contenido de 
la licitación. En ese sentido, nos preguntamos si está previsto que para esa fecha el Parlamento discuta y resuelva estos temas. 


Por otra parte, nos preocupa la forma en que se llegó a este llamado, porque consideramos que ANCAP no se está enfrentando a 
esta circunstancia en las mejores condiciones. En primer lugar, se dio marcha atrás en un proceso de re-regulación de la 
distribución de los combustibles, la que ya se había comenzado a realizar bajo la conducción de ANCAP. Entre otras cosas, esto 
implicaba el retorno de ANCAP a la distribución y, de hecho, en la estrategia que estaba llevando adelante el Ente, la presencia en 
el mercado uruguayo de los tres sellos distribuidores que concentran más del 90% del mercado argentino en lo que tiene que ver 
con refinación y comercialización; estamos hablando de las empresas REPSOL, ESSO y SHELL. En esas circunstancias, ¿quién 
iba a reclamar, con qué fuerza y qué argumentos, la eliminación del monopolio de importación, cuando ANCAP comenzara a 
exportar a Argentina? Esto formaba parte de una estrategia con la que teníamos coincidencias y discrepancias. Además, nuestra 
posición sobre este aspecto de la distribución en el Uruguay fue y sigue siendo que ANCAP reúne las condiciones para volver a la 
distribución sola -por el prestigio de su marca- sin necesidad de asociarse. 


En cuanto a los antecedentes que queríamos señalar acerca de cómo llegamos al llamado, diremos que se le impide a ANCAP el 
cobro de un canon por la importación del gas natural desde Argentina. Por una política del Poder Ejecutivo, del Gobierno, se le 
impuso aportar más de U$S 30:000.000 para la construcción del Gasoducto Cruz del Sur. Luego, se le impuso contratar el 
transporte de 1:500.000 metros cúbicos diarios, única manera de que la empresa adjudicataria de la concesión se decidiera a 
realizar efectivamente la obra. 


A través de una disposición incluida en el último Presupuesto Nacional, fue desmonopolizada la importación de asfalto, lo que 
permite que empresas privadas que trabajan para el Estado, el Municipio u otras empresas estatales, importar directamente dicho 
producto. El problema es que, al tiempo, ANCAP aparentemente -no hay nada establecido sobre esto- permanecería obligada a 
asegurar el aprovisionamiento de este insumo a quien lo requiera, para lo cual debe mantener en funcionamiento una fábrica o un 
stock de asfalto con los costos que ello significa. 


En el Presupuesto Nacional no se incluyeron aquellas disposiciones que tendían a equiparar a ANCAP con la actividad privada en 
materia de aportes a la seguridad social, entre otras cargas, como forma de dotar a la empresa de instrumentos que le permitan 
alcanzar la competitividad que se le está exigiendo. 


Por diversos medios de prensa, voceros del Gobierno o del Directorio han llevado adelante una campaña crítica a los 
emprendimientos realizados por ANCAP en Argentina con un evidente perjuicio, dado que dichos emprendimientos cotizan en la 
Bolsa de acciones. 


Fueron paralizadas las obras de remodelación y ampliación de la Refinería de La Teja, para que el futuro socio pueda opinar sobre 
esas obras. Estas tenían una financiación internacional ya otorgada sin que el Estado tuviera que aportar un solo peso. Además, 
dicha financiación se pagaba, una vez finalizadas las obras, con la producción de la nueva planta, es decir que se autofinanciaba. 
Esto formaba parte de un plan dirigido a preparar a ANCAP para actuar en un escenario desmonopolizado, regional y abierto a la 
competencia. Se proponía bajar los costos de producción y mejorar la calidad de los productos, o sea, nafta sin plomo, gasoil sin 
azufre y fueloil sin azufre. Esta medida de paralización de las obras aleja en el tiempo el alcance de esos objetivos. Ahora, llamado 
a interesados para asociarse mediante, queda en manos del futuro socio la decisión de continuar o no las obras y utilizar o no los 
equipos ya adquiridos, con los perjuicios económicos que eso le pueda ocasionar a ANCAP, sumados a los que ya debió enfrentar 
por la paralización de las obras. 


El Presidente de ANCAP informa a través de los medios de prensa que los uruguayos pagamos un sobreprecio por los 
combustibles y ello no se debería a la presión fiscal, sino a la evidente ineficiencia de la refinería de La Teja. Creemos haber 
demostrado a la opinión pública que los datos manejados son inexactos, lo que distorsiona gravemente los resultados, generando 
un grave perjuicio a la imagen de la empresa. 


Este tema no es menor y aún no está cerrado en el interior de ANCAP. No nos hemos puesto de acuerdo entre la empresa y el 
sindicato acerca de si existen o no los sobrecostos ni cuál sería su monto, pero reitero que aún hoy existen discrepancias en el 
interior de ANCAP entre los cálculos de los técnicos y gerentes y los de los asesores del Presidente de ANCAP. Como todos saben 
-no vamos a entrar en detalles ahora- esos datos refieren, por un lado, a cuánto cuesta refinar en Uruguay y, por otro, a si los 
consumidores uruguayos pagamos o no un sobreprecio y cuál sería su monto, así como al costo de la distribución de los 
combustibles. Vamos a hacer entrega a la Comisión de un material relativo a estos temas. 


Otros antecedentes que queríamos rescatar para que puedan determinar cómo llegamos a esta coyuntura en ANCAP, se refieren a 
que, en el debate público, el Presidente de ANCAP ha venido haciendo hincapié a las diferencias de precios ex refinería. Quiere 
decir que no se habla del precio que pagan los consumidores argentinos ni los uruguayos, que es lo que le importa al productor 
rural, al industrial y al consumidor común. La experiencia internacional muestra de manera contundente que, por lo menos en la 
región, en los países vecinos donde se privatizaron las actividades petroleras, donde se desreguló y el Estado dejó de fijar precios 
y de intervenir en la cadena de producción mediante las regulaciones, el mercado no funcionó como se esperaba. El monopolio 
público fue sustituido por un oligopolio privado. Los precios aumentaron y las multinacionales distribuidoras se apoderaron de una 
porción mayor que la que tenían antes de la desregulación en los negocios de distribución y comercialización, en perjuicio de los 
empresarios nacionales, fleteros, agencieros, etcétera, y el porcentaje de la renta petrolera remitido a sus casas centrales en otros 
países, creció. 


Otro antecedente que complica la situación de ANCAP es que, en el interior de la empresa, se vive una suerte de intervención no 
explícita, cuya legalidad no conocemos, puesto que los asesores externos a la empresa que tiene el Presidente del organismo, son 
los que tienen la primacía a la hora de definir criterios, prevaleciendo su opinión por encima de la de técnicos y gerentes de ANCAP. 
Incluso, en algunas negociaciones de ANCAP con otras empresas, la voz cantante la llevan estos asesores del Presidente. 


El último antecedente que queríamos señalar tiene que ver con que la Presidencia de la República, junto con el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, a través de un decreto de 10 de mayo de 2000, determina la creación de una Comisión integrada por 
el Ministerio, UTE y ANCAP, con el cometido de que ambas empresas identifiquen las áreas de asociación, cooperación y 
competencia, estableciendo un plazo de 60 días para emitir su informe. ¿Qué pasó con el cumplimiento de este decreto y con el 
resultado de ese acuerdo o desacuerdo entre ANCAP y UTE? Nosotros estamos a favor de la complementación de las empresas 
energéticas; creemos que eso le hace bien al país. Consideramos que esta situación de competencia entre calefaccionar con gas o 
electricidad es irracional y, además, encarece la matriz energética nacional. Es más: creemos que la complementación debería 
incluir a Salto Grande, además de a ANCAP y UTE, y no se justifica otra cosa cuando las empresas son de un mismo dueño, que 
somos todos los uruguayos. 


Aclaramos que estos antecedentes abarcan exclusivamente el período corto que lleva este Gobierno, pero que es muy rico en 
marchas y contramarchas. 


Queremos finalizar formulando algunas preguntas. ¿En qué quedó el objetivo tan compartible de complementación entre ANCAP y 
UTE? ¿Esta decisión era parte de la política energética? En este mismo período de Gobierno se aprobaron las obras de la 
Refinería de La Teja y de la Central Batlle de UTE, pero posteriormente se cambiaron esas decisiones, suspendiendo la ejecución 
de ambos proyectos por parte de los organismos estatales y planteando que el capital privado realice esos emprendimientos. ¿Esto 
es parte de una política energética de Estado o no? ¿Fue improvisación lo de antes o lo son las decisiones de ahora? ¿A qué 
debemos atenernos? 


Pasemos al análisis del llamado a asociación. El llamado tiene muchas debilidades y carencias y a nuestro entender la carencia 
fundamental es la falta de objetivos y estrategias claras respecto a qué queremos lograr los uruguayos con esta asociación. 


1”- No existe decisión en cuanto a cuál va ser el marco regulatorio, las reglas que van a regir el funcionamiento del sector 
combustibles. 


2”- Las exigencias para el eventual socio no aseguran que se pueda lograr, a través del mismo, el acceder a mercados 
internacionales; no se ponen condiciones en esta dirección, metas ni objetivos. 


3%- Las condiciones en que se presenta ANCAP para la búsqueda de socio, a nuestro juicio, no son las que se podrían haber 
logrado con una refinería modernizada, ampliada, en plena producción de productos competitivos y a precios menores que los 
actuales, al tiempo que ANCAP se capitalizaba para la asociación. Con la detención de las obras se ha debilitado la capacidad 
negociadora de ANCAP. 


4%. A pesar de que el llamado todavía es muy abierto, de todas maneras queda claro que se parte de la base de un modelo 
preestablecido de asociación que, en un aspecto trascendente, a nuestro juicio, renuncia de antemano a una cuestión clave en toda 
empresa, en toda sociedad, como es la gestión de la misma, ya que se deja en manos de la sociedad anónima. 


5”- El personal calificado y con experiencia que posee ANCAP, según el llamado, queda en manos de la sociedad en un número 
reducido, colocando a estos trabajadores en la disyuntiva de pasar a la empresa privada -que hoy en Uruguay significa 
desprotección, inseguridad laboral e inexistencia de negociación colectiva- o quedarse vegetando sin perspectivas en el Estado. 
Está claro que, a esta altura, en otras reparticiones estatales no existen lugares para reubicar trabajadores, y más allá del drama 
personal de cada uruguayo, de cada trabajador, hay un problema estructural de política: se mantiene el costo del Estado. Esto es 
así porque la resolución del Directorio dice que la mayoría de los trabajadores que van a quedar fuera de la sociedad anónima 
permanecerán como empleados estatales, con sus derechos y sueldos. En su momento no estuvimos de acuerdo; no queremos 
más "Espinillares". Pensamos que es posible mantener a los trabajadores en el Derecho Público pero desempeñando funciones, 
generando riquezas y ganancias con su trabajo. Esto es posible si ANCAP, aunque haga una sociedad, conserva la gestión y el 
control de toda su logística en el territorio nacional y acuerda la gestión comercial internacional para el socio. 


6*- Del llamado no se desprende que haya un plan estratégico ni un proyecto de desarrollo de los diferentes negocios de ANCAP, 
de manera de establecer con claridad los requerimientos a exigirle al socio, como por ejemplo -y de manera particular- las 
inversiones a realizar en la refinería, en la distribución en el Uruguay, en Argentina o en otros países. ¿La licitación la va a ganar el 
interesado que pague el canon más alto, o el que asegure una refinación mayor y su posterior colocación en mercados externos? 
¿Qué va a pesar más en la licitación: la dimensión del canon, o las dimensiones que planteen los socios para la cadena petrolera 
del Cono Sur o para sociedades en otros países? 


7“- En el llamado se la menciona, pero nosotros entendemos que no existe una política energética explícita, sistemática y global de 
Gobierno, lo cual es necesario para que el eventual socio la conozca y la tenga presente al presentar su propuesta. A nuestro juicio, 
la política energética debería estar en relación con una política de desarrollo nacional. ¿Vamos a generar energía para un país de 
servicios, para uno agrario, para uno de industrias intensivas o para un país mezcla de todo ello? En este último caso, ¿en qué 
proporciones sería? Todas estas preguntas pueden sonar a una rígida planificación estatal, pero en realidad estamos hablando de 
planes de desarrollo, de indicaciones y estímulos al mercado, como se ha hecho en este país en los últimos años y con resultados 
positivos en la actividad forestal o en la transformación vitivinícola. 


Pongamos un ejemplo actual para el caso que estamos tratando. Este país, con los actuales problemas de competitividad, de 
producción, de exportación y de empleo, ¿se va a dar el lujo en pleno año 2001 de quedar atado no se sabe por cuántos años -ya 
que en el llamado no figura el tema del plazo- a un proveedor de petróleo crudo? Es decir, ¿va a quedar atado a importar U$S 
300:000.000 o U$S 400:000.000 anuales? ¿Esa es la mejor política de compra de petróleo crudo? Aun más: ¿se va a comprometer 
a eso sin hacer jugar una contrapartida de montos similares de exportación de productos nacionales, de cadenas agroindustriales - 
como la de la carne, la leche o el arroz- o de otros sectores industriales o de servicios? 


8”- Los objetivos que se propone alcanzar con la asociación, por ejemplo en lo que tiene que ver con la refinación o con el 
consumidor alineado a la región, son extraordinariamente modestos para lo que se pone en juego. No es que esos objetivos sean 
menores; son esenciales y prioritarios, pero alcanzables por ANCAP por sí solo y en el corto plazo. Si no se han alcanzado hasta 
ahora es porque el poder político no se lo ha exigido a ANCAP. Pero de la forma en que está planteado el llamado, no se asegura 
que se alcanzarán precios menores de los productos para el consumidor, puesto que lo que plantea es que los mismos sean fijados 
por el mercado. Al igual que lo que ocurrió en Argentina y otros países, los precios serán fijados por el oligopolio que domina el 
mercado. Si algo caracteriza a esta industria del petróleo desde sus inicios, es la "cartelización". Miremos, entonces, la experiencia 
de los países vecinos y no cometamos los errores que ellos han cometido. 


Al no estar definidos de antemano el marco regulatorio y las normas que van a regir el funcionamiento del sector, se puede afirmar, 
de acuerdo con la forma en que se viene aclarando este problema, que se está pensando en una negociación de todas esas reglas 
con el futuro socio, para conocer sus opiniones. No se está pensando, entonces, en definir previamente las reglas y cómo vamos a 
hacer para que primen los intereses del país. ¿Es correcta esta interpretación? ¿Es así que se piensa ordenar el futuro mercado, 
de acuerdo con el socio? Hasta el presente, el Estado, a través de ANCAP, aseguró en esta actividad determinadas cuestiones muy 
importantes para el país, en cuanto a regular la participación de los diversos sectores, con sus márgenes de ganancia, logrando la 
eficacia, ya que nunca faltó combustible en nuestro país; pero ello se hizo impidiendo el avance de los más fuertes -como las 
multinacionales distribuidoras- sobre los más débiles, es decir, los empresarios nacionales, estacioneros, fleteros y otros. Gracias a 
ello -y esto no se ha destacado suficientemente en toda esta discusión sobre ANCAP- la distribución en el Uruguay es la más 
barata de toda América Latina. Discutimos lo que es más caro en el Uruguay, pero nadie menciona lo que es más barato. Téngase 
en cuenta que si se desregula esta actividad se va a afectar la forma de vida de 13.000 familias uruguayas -por las cuestiones 
regulatorias de los combustibles- de las cuales los trabajadores de ANCAP somos solamente 2.000; es decir que hay mucha más 
gente en nuestro país que vive de esa actividad. 


El Estado ya no tendrá participación directa en la producción, puesto que se está planteando la conformación de una nueva 
empresa que se hará cargo de la totalidad de las actividades que realiza ANCAP. Mucho nos tememos que el Estado será débil 
para imponer reglas de juego a empresas fuertes, lo que hace pensar en la posibilidad cierta de que la capacidad de regulación 
pueda ser desbordada por el poder de empresas que van a actuar en condiciones de monopolio u oligopolio; la experiencia regional 
también nos muestra ejemplos de ello. 


Por otra parte, en cuanto a las exigencias para determinar quiénes serán los socios de ANCAP, se había hablado de un socio 
fuerte, con espaldas anchas, y las exigencias consisten en la experiencia para operar una refinería de 50.000 barriles diarios como 
mínimo y poseer, por lo menos, una red de 300 estaciones de servicio. En el caso de la refinería, estas dimensiones son iguales a 
las que ANCAP tenía en construcción pero, además, su capacidad sólo alcanzaría para abastecer el mercado nacional. Por otra 


parte, la cantidad de estaciones de servicio que se piden para el socio es menor que la que ANCAP tiene hoy, ya que entre 
Uruguay y Argentina alcanza las 500. 


Esto deja dudas, ya que no está claramente establecido si se lograrán los mercados en el exterior, si ello se incluye en la 
asociación, es decir, dónde colocar una posible sobreproducción de una futura refinería, que tampoco queda claro si va a ser o no 
el fruto de esa asociación, salvo que se esté pensando en una sociedad que sea solamente para el mercado uruguayo. Acá cabe 
hacer una aclaración, porque la transparencia de la democratización de la discusión sobre ANCAP ha hecho que todos hablemos y 
que se haya generado una gran confusión. Una refinería de 50.000 barriles no genera un gran excedente exportable, sino uno muy 
pequeño que, además, el país irá abordando en pocos años. En Uruguay hoy se refinan 37.000 barriles diarios, es decir, 
12:000.000 ó 13:000.000 anuales, pero importa alrededor de 4:000.000 por año. Asimismo, exporta 1:000.000 ó 2:000.000 de 
barriles anuales. Es decir que hay nichos de exportación donde ANCAP ya tiene experiencia. Lo que genera un excedente 
importante en el proyecto que se estaba desarrollando y que ha sido suspendido, es la planta de gasolinas, pero para generarlo 
debería recibir un insumo, un complemento necesario de materia prima importada, por fuera de los 50.000 barriles que procesaría 
el conjunto de la refinería. 


Como ya lo ha señalado en la prensa el señor Senador Millor, el cumplimiento de alguna de estas exigencias exime que se haga lo 
propio con las otras condiciones, por lo que podríamos caer en el absurdo -para no decir en una posición ridícula- de haber 
detenido una obra de refinería necesaria y conveniente para el país, esperando la opinión de un socio que quizá no posea refinería 
y mucho menos experiencia en su manejo. 


Otra conclusión que llama poderosamente la atención es que mientras ANCAP pone en juego todo -dejando a disposición su 
logística y su patrimonio para ser gestionados por esta sociedad- no quedan claras las cuestiones concretas que se le exigen al 
socio en materia de inversión, refinación y distribución. Además, el patrimonio neto que se le exige al socio, de US$ 400:000.000, 
es menor que el de ANCAP. 


En la detención de las obras de la Refinería de la Teja -según la información que poseemos- por concepto de trabajos y de compras 
realizadas, se han gastado aproximadamente U$S 80:000.000, cuando el total de la obra sin impuestos ascendía a U$S 
120:000.000. Por lo tanto, la detención no es gratuita, supone costos y no sabemos, porque no ha sido informado, si la empresa 
que tenía a cargo las obras u otras que subcontrata, no reclamarán pagos, multas e indemnizaciones. Tenemos entendido que no 
se ha llegado a un acuerdo definitivo con la empresa subcontratante. También hay que saber que la casi totalidad de los equipos y 
máquinas que estaban previstos han sido ya fabricados, están a la orden de ANCAP, no tienen devolución y, por lo tanto, si el socio 
decidiera no continuar con estas obras de la refinería, ANCAP igualmente deberá hacerse cargo de esos costos. Obviamente, en 
todo esto no se ha tenido en cuenta la opinión de los técnicos del cuerpo gerencial de ANCAP. 


Por otro lado, se paralizó un proyecto de remodelación y ampliación de la refinería que tenía como fin abatir los costos de 
producción y mejorar la calidad. Este proyecto contaba con el aval y el asesoramiento internacional, tanto en el aspecto técnico 
como en el financiero. Estas transformaciones se financiaban con recursos genuinos y autogenerados por el propio proyecto, razón 
por la cual nos parece fuera de lugar y no comprendemos cómo el llamado a interesados para asociarse coloca a esto como el 
objetivo aparentemente principal a lograr en la asociación. Más aún: el propio Presidente de ANCAP ha advertido a la población, a 
través de la prensa, que con la asociación no se logrará bajar los costos de un día para otro, sino que será necesario un 
determinado tiempo para alcanzar ese objetivo, como se venía diciendo antes, con la anterior estrategia de ANCAP. Opinamos que 
con la asociación no se asegura que se logre rebajar los precios a los consumidores, pues como esto va a estar vinculado a la 
desregulación, es altamente probable -como ya lo hemos afirmado- que los precios finales al consumo aumenten. Entonces se va a 
desatar una guerra por el margen de ganancia de la distribución, donde los perjudicados, como ha ocurrido en otros países, son los 
más débiles. En este sentido, los fleteros y agencieros que sobrevivan tendrán que conformarse con un margen de ganancia 
menor, y una parte mayor de la venta petrolera que hoy en día queda en el país a través de ANCAP, será remitida al país de origen 
de la empresa con la que se realice la sociedad. 


Por lo tanto, a esta altura del llamado habría que preguntarse qué beneficios le trae al país llevar adelante una asociación tal como 
está planteada. En ese sentido, nos preguntamos si asegura al país que va a gastar menos por el petróleo crudo, si tendremos 
tarifas más baratas de combustibles, si creará riqueza y trabajo nacional y si significará un incremento en el patrimonio del Estado o 
las ganancias se diluirán en la sociedad anónima. También nos planteamos la interrogante en cuanto a si esta asociación le 
brindaría a ANCAP un mejor posicionamiento competitivo y una proyección como empresa para el futuro en materia de refinación y 
comercialización, tanto a nivel nacional como regional. Quisiéramos saber cuándo se va a eliminar el agregado de plomo a las 
gasolinas y se reducirá el porcentaje de azufre en el gasoil y en el fueloil. 


Los trabajadores no nos consideramos los dueños de ANCAP -lo tenemos claro- y tratamos de evitar el corporativismo. Creemos 
que tampoco su Directorio, o el Gobierno de turno pueden considerarse dueños del Ente, y que entendemos que el futuro de 
ANCAP debe ser analizado ampliamente en el marco del Parlamento, siguiendo los pasos que marca la Constitución, sin 
subterfugios y sin eludir instancias. 


Finalmente, proponemos que las transformaciones a realizar en ANCAP sean el resultado de un amplio debate parlamentario en 
procura de obtener consensos políticos y sociales suficientemente representativos que le den la base necesaria y sustentable para 
decidir políticas de Estado por un largo período. Asimismo, proponemos que las decisiones a adoptar por el Parlamento nacional 
tengan como base el camino que indica la Constitución de la República, de manera particular, su artículo 188. También creemos 
conveniente que las definiciones que se tomen sobre ANCAP comprendan al conjunto de los aspectos que componen la totalidad 
de las actuales actividades del Ente en materia de combustibles. Sería un error decidir sobre aspectos parciales, como por ejemplo, 
la desmonopolización de la refinación; se debería tener en cuenta una estrategia global que proyecte a la empresa 
competitivamente hacia el futuro. 


En nuestra opinión, se debería legislar de manera que se preserve y acreciente el patrimonio, la logística, el valor de la marca y de 
los negocios que hoy tiene ANCAP. Proponemos el reinicio inmediato de las obras en la refinería, ya que esto fortalecería la 
posición del organismo en la negociación en el momento de la asociación, mejorando las condiciones para producir más 
competitivamente y posibilitando a los uruguayos acceder a las naftas sin plomo. Además, evitaría las pérdidas económicas que 
genera la detención de las obras y el deterioro del prestigio internacional por todas estas idas y venidas, que se acrecentaría si no 
hiciéramos uso del "leasing" que se nos ha otorgado. Estimamos necesario que se tenga en cuenta el carácter de ANCAP y su 


papel de empresa pública como un instrumento que promueva y contribuya al desarrollo del trabajo productivo y a la creación de 
riqueza nacional. 


Por lo tanto proponemos incluir en la negociación de la importación de petróleo crudo para el aprovisionamiento y abastecimiento, 
la posibilidad de realizar pagos con exportaciones nacionales. También proponemos la elaboración de un nuevo marco regulatorio y 
la creación de un ente regulador que asegure la participación de todas las partes que están involucradas en la actividad de los 
combustibles, incluidos los consumidores. Ese nuevo marco regulatorio debería asegurar la continuidad del precio único nacional 
para que el interior del país no pague los combustibles más caros que la capital, como ha ocurrido en todos los procesos de 
desregulación. También dicho marco deberá incluir la existencia y continuidad de las estaciones sociogeográficas para que, más 
allá de su rentabilidad, las que se encuentran en las zonas más alejadas del interior del país no carezcan del combustible, 
repartiendo sus costos proporcionalmente entre los distribuidores del mercado. Además, creemos que deberá incluirse la 
posibilidad de subsidios explícitos a los combustibles, como los que hoy tienen el gasoil y el fueloil, para aquellas actividades o 
consumos que, por razones de interés nacional o social, se estime conveniente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MILLOR.- Aunque quienes nos visitan tienen cierta experiencia parlamentaria, quisiera recordarles que el estilo de trabajo 
de la Comisión es el de escuchar a las delegaciones y posteriormente discutir o cambiar ideas entre sus integrantes. 


Es de público conocimiento que coincido con prácticamente todo lo que se ha expresado por parte de quienes nos visitan. 
Simplemente, quisiera plantear una inquietud con respecto a la instrumentación. Tengo entendido que efectivamente la 
convocatoria especial de interés no establece que los requisitos de producción, operación de refinería y distribución de 
combustibles sean acumulativos. Deseo dejar claro que en la primera lectura que realicé a esta convocatoria no me di cuenta de 
este hecho, pero creo que todo radica en una "o" que se agrega al final de los requisitos acumulativos. Según mi interpretación, 
señor Presidente, este "y/o" da lugar a diferentes lecturas, y la peor establecería que el oferente simplemente tendría que cumplir 
con el requisito de operar una refinería de 50.000 barriles -la misma cantidad que iba a producir ANCAP cuando terminase las 
obras en la planta- y regentear una cadena de 300 estaciones contra las 514 que ANCAP tiene actualmente, aunque no lo obliga a 
producir petróleo o tener reservas. Esta es una de las interpretaciones y me gustaría saber si es compartida por nuestros visitantes. 


Reitero que estas letras "y/o" han causado problemas al grupo de trabajo que me asesora. En un primer momento creímos que 
eran acumulativas. Los literales "B" y "C" no nos parecieron suficientes porque en el primer caso se nos habla de una refinería igual 
a la que ANCAP tenía programada, mientras que el "C" hace referencia a una cantidad de estaciones menor a las que el organismo 
tiene actualmente. En cuanto al requisito "A", no puedo opinar porque no soy entendido en el tema, aunque era interesante la 
producción de 25:000.000 de barriles anuales y la reserva de 400:000.000 que se le exigía. El problema es que una de las lecturas 
podría indicar que este requisito "A" de producción de petróleo y de disponibilidad de reserva se elimina. 


Por otra parte, sin ninguna mala intención, en la prensa circuló la versión de que los funcionarios iban a tener la posibilidad de optar 
entre formar parte de la nueva empresa o permanecer, con todas las garantías salariales, en las plantillas del Estado. Sin embargo, 
leyendo la página 7 del pliego de condiciones, advierto que eso no es así. Allí se señala que la adjudicataria va a seleccionar de la 
nómina de funcionarios de ANCAP que se le ha proporcionado en el pliego de la licitación, un mínimo de funcionarios, de 
conformidad con lo especificado en el contrato de asociación. Más adelante, se expresa que a quienes no sean seleccionados se 
les garantizarán sus condiciones económicas. 


Indudablemente, esto cambia en forma sustancial -y aclaro que es una posición estrictamente personal- la filosofía de esta 
convocatoria a interesados desde el punto de vista del funcionariado. Distinta sería la situación si efectivamente fueran los 
funcionarios quienes optaran y no, como se dice acá, que sea la empresa quien decida. Los funcionarios de ANCAP hablan de una 
cifra de 2000 funcionarios, pero tenía entendido que eran alrededor de 2500. 


SEÑOR GOMEZ.- Son 2700. 


SEÑOR MILLOR.- Razonando por el absurdo, señor Presidente, el mínimo de 2700 me da uno. Si tal como salió en la prensa, 
fueran los funcionarios quienes optaran o si, por el contrario -como dice en el pliego- es la empresa la que decide, de todos modos 
vamos a tener un Espinillar más grande que el actual. Hoy hay 125 personas, que son las que han quedado luego de su cierre. En 
definitiva, por una u otra vía, insisto, íbamos a tener más de 125. 


Pienso que si el funcionariado tuviera la posibilidad de optar, muchos hubiesen preferido la seguridad económica que les significa 
mantenerse en la plantilla del Estado -lo que no es poca cosa- más allá de que, como se dijo, eso traería aparejada una pérdida 
total de expectativas. Pero ahora resulta que es el socio quien decide. 


Quisiera saber cuántos empleados se necesitan para que una refinería funcione, con todo lo que significa su entorno, es decir, que 
funcione el reservorio de José Ignacio, la boya, el Puerto de La Teja, la distribución y que se mantenga el oleoducto. Esto lo 
pregunto a la delegación sindical en el entendido de que en la contestación habrá un despojo total de la legítima condición de 
sindicalistas y defensores del gremio. Insisto, razonando por el absurdo, si la empresa se queda con un funcionario, tendremos un 
Espinillar con 2699 funcionarios. Como señalé, se establece que será la adjudicataria quien decidirá sobre la base de un mínimo. Si 
bien eso todavía no está fijado, creo que la empresa no podrá prescindir de un número muy importante de funcionarios de ANCAP 
porque en el país no existen otros que tengan el mismo conocimiento acerca de cómo se maneja esta cadena, que es muy 
complicada y que en algunos aspectos, sobre todo de planta, también es muy sofisticada. Asimismo, me resulta impensable que la 
empresa traiga 500, 600 ó 700 funcionarios del exterior. En definitiva, este es el tema que me preocupa en este momento porque 
todo lo demás prefiero discutirlo entre nosotros, más allá de que mi posición al respecto es pública. 


Repito, deseo saber qué mínimo de funcionarios estima el sindicato que se necesita para que esto funcione, más allá de que se 
esté o no de acuerdo con la convocatoria de interés o con la estrategia trazada. Personalmente, si voy a vender un auto, primero lo 
lavo, porque si lo llevo sucio el comprador puede inferir que no cuido las bujías, ni cambio el aceite. Creo que la estrategia que fue 
explicada en esta Comisión el año pasado cuando había otro Directorio era más adecuada porque en primera instancia se hacía la 
refinería y luego se buscaba el socio. De todos modos, en la actualidad se ha cambiado el criterio y primero se buscará el socio. 
Insisto, personalmente, no la comparto. 


SEÑOR GOMEZ.- El mínimo no puede ser inferior a la cantidad de funcionarios que tenemos actualmente, y esta afirmación se 
ejemplifica con la situación que estamos padeciendo al día de hoy. En ANCAP se hacen contratos con empresas privadas para 
realizar trabajos que le son propios; hay becarios que cumplen tareas en distintos lugares donde no se han cubierto las vacantes; 
hay reparticiones en las que se niega la licencia a los trabajadores por estar prácticamente en el límite. 


En 1962, en ANCAP había 13.000 funcionarios, y hace diez años éramos 6.000, mientras que hoy somos 2.700 funcionarios en 
todo el Ente. Aclaro que me estoy refiriendo a los funcionarios de combustibles, portland y alcoholes. Quiere decir que, por distintas 
razones -a través de incentivos o porque la gente se ha jubilado- ha ido disminuyendo permanentemente el número de empleados. 
Como dije, en algunos lugares hay problemas de funcionamiento por trabajar prácticamente al límite. 


SEÑOR MILLOR.- Como aquí estamos hablando del rubro combustible, mi pregunta apuntaba estrictamente a eso. 


SEÑOR GOMEZ.- En realidad, cometimos un error cuando hoy hablamos de 2700 funcionarios, puesto que en combustibles son 
2000. De todos modos, lo que mencionaba en cuanto a los problemas de funcionamiento también referían concretamente a ese 
rubro. 


SEÑOR MILLOR..- A fin de que conste en actas, quiero decir que si no se puede prescindir de ninguno de los 2000 funcionarios del 
área combustible -en lo que respecta a cemento y portland no he hablado públicamente porque es un tema que hay que estudiar en 
profundidad- debo entender que una vez producida la asociación, o se conserva a los 2000 funcionarios, o se los trae de afuera, o 
se prepara a otros. A eso apuntaba mi duda, que no es menor, porque no es lo mismo que se informe públicamente -yo soy parte 
del público- que es el funcionario el que va a tener derecho a optar, a que después en el pliego leamos una cosa totalmente 
distinta. Pero si la óptica es -esto también me lo habían dicho personalmente, y no el sindicato, precisamente- que no hay en el 
Uruguay personal preparado como para manejar el área de combustibles aparte del que ya tiene ANCAP, y que no se puede 
prescindir de ninguno de los 2000 funcionarios, de pronto uno de los reparos que el sindicato realiza -y que también yo realizaba 
públicamente- puede quedar salvado por la fuerza de los hechos. Si una empresa se va a asociar para refinar combustibles, 
distribuirlos y eventualmente exportarlos, va a necesitar que la cosa funcione bien; y si no puede prescindir de los funcionarios, 
difícilmente prescinda de ellos, porque si el problema está en los costos, traer personal especializado -que es el que se necesita 
para esto- desde fuera del país sale muchísimo más caro que pagarles a los funcionarios que ya están en planilla. 


Respecto al resto de lo manifestado por la delegación de la Federación, voy a leer detenidamente el acta; digo simplemente que la 
costumbre de la Comisión es discutir entre nosotros, porque de lo contrario estas entrevistas se alargarían demasiado. 


SEÑOR BALDASAR!.- Me gustaría hacer un agregado sobre la pregunta anterior del señor Senador Millor. 


Desde 1992 ó 1993 en ANCAP existe un convenio marco negociado entre el sindicato y el directorio, para el cual se examinó el 
conjunto del personal de cada sección y lugar, y se convino la plantilla en cada uno de los lugares. Como consecuencia de eso, 
como bien decía el señor Juan Gómez, no se ha podido llenar en algunos lugares clave, como la refinería, la plantilla acordada 
según las necesidades. Es decir que el sindicato nunca se ha negado a discutir el problema de la plantilla del personal. Por el 
contrario, hay una disposición de la Federación a discutir la plantilla del personal de cada sección; así se ha hecho y se sigue en 
esa situación. 


Por otra parte, me gustaría aclarar -aunque esto no refiere específicamente a la pregunta del señor Senador- que la incidencia que 
tiene el salario en la industria de los combustibles es muy menor. Según nuestros cálculos, en el caso de que se despidiera la mitad 
de los funcionarios de ANCAP, el precio de los combustibles podría disminuir solo en un 2%. 


SEÑOR MILLOR.- Pero si se despide a la mitad de los funcionarios, no funciona el sistema. Admito que lo que se está planteando 
es una hipótesis, pero hay hipótesis posibles y otras imposibles. 


SEÑOR BALDASAR!.- Quiero hacer una aclaración más, para que quede totalmente cumplido mi objetivo de informar. 


Ese convenio y la discusión de la plantilla no alcanzan a todo el personal, sino que se aplica hasta cierto nivel. Desde determinado 
escalón hacia arriba el tema no es discutido por el sindicato, porque pasa a ser discrecionalidad del directorio. 


SEÑOR COURIEL.- Teniendo en cuenta que la presentación que se acaba de realizar contiene mucha información muy valiosa, 
voy a solicitar que la versión taquigráfica de esta sesión se remita a la Comisión especial que se creó a los efectos de analizar el 
tema de la reforma de las empresas públicas, en cuyo ámbito ya está el de ANCAP. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 
Por mi parte, quería preguntar a la delegación si nos van a dejar hoy algún material escrito adicional a la exposición realizada. 
SEÑOR BALDASAR!I.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE..- En ese caso, el material será reproducido, distribuido a todos los integrantes de la Comisión de Industria y 
Energía, y al mismo tiempo, junto con la versión taquigráfica de esta sesión, remitido a la Comisión Especial sobre empresas 
públicas, que se acaba de crear en el Senado y ha realizado ya su primera sesión. 


Quiero aclarar que el tema de los combustibles y, en general, la operación de la empresa ANCAP, seguirá estando en la órbita de 
esta Comisión de Industria y Energía del Senado, que es la Comisión especializada, pero toda la discusión sobre empresas 
públicas está concentrada ahora, por decisión del Cuerpo, en esta Comisión Especial. Les pido que tengan esto en cuenta, sin 
perjuicio de que, repito, esta Comisión seguirá a las órdenes de ustedes y de todos los actores que refieran al tema ANCAP y al de 
la refinería en su conjunto. Creo que, en la medida en que está operando una Comisión especial sobre empresas públicas, que no 
se refiere solamente al tema de la energía, sino a todas las empresas públicas del país, sería bueno que tomaran en cuenta esta 
realidad a los efectos de futuras comunicaciones con el Parlamento. 


Solo me resta agradecerles, en nombre de la Comisión de Industria y Energía del Senado, los aportes que nos han hecho y la 
información que nos han dejado, que sin duda será de mucha importancia a los efectos de la discusión del tema y las posibles 


contribuciones que desde el Parlamento se puedan hacer para ir desarrollando la estrategia de transformación de ANCAP. 


(Se retira de Sala la delegación de la Federación ANCAP) 


Linea del die de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


